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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 25 de abril de 2016


DJ-AJ 1032-2016
Señora
Silvia Navarro Romanini

Secretaria General de la Corte

S.  D. 

Estimada señora:

En atención a su solicitud de criterio remitido a esta Dirección Jurídica mediante el oficio No. 239-16 del 11 de enero de 2016, le remito el informe solicitado
“Solicito se modifique el reglamento de zonaje, reconociendo el derecho que le asiste a quienes tengan su domicilio habitual en la zona rural y que se deban trasladar a la zona urbana por motivos laborales”
I - De la gestión: 

Mediante nota de fecha 5 de enero del 2016, la Licenciada Angelina Varela Valenciano, Jueza Tramitadora en el Tribunal II Civil de San José, entre otras cosas, expuso: “…Actualmente me encuentro nombrada como Jueza Tramitadora en el Tribunal II Civil de San José y por lo tanto afectada con la aplicación del Reglamento supra indicado. Según establece dicho cuerpo normativo, en la forma en la que está redactado (artículo 7), el derecho a percibir este beneficio laboral, le asiste únicamente a los habitantes de la zona urbana o rural que deban desplazarse a la zona rural u otra zona rural, por motivo de trabajo, pero no cuando una persona servidora judicial de zona rural deba desplazarse a la zona urbana. Anteriormente, lo usual era que la mayoría de profesionales habitara en la ciudad y que en los casos en los que debiera trasladarse a la zona rural, se le debía reconocer este rubro. En la actualidad, gracias a la globalización y al mayor alcance que existe para quienes somos de zonas consideradas rurales, de acceder a la educación superior, muchas personas de estas localidades nos convertimos en profesionales, quienes tenemos el deseo de acceder al mercado laboral en igualdad de condiciones que las personas de zona urbana y a quienes se nos debe de reconocer este importa por aplicarse completamente a nuestro caso el artículo 3 del reglamento, sin que exista razón lógica para omitirnos como partícipes de este derecho. […]”
II- Presupuestos normativos:

Artículo 59 inciso 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333)  

“Corresponde a la Corte Suprema de Justicia: 2.-Proponer las reformas legislativas y reglamentarias que juzgue convenientes para mejorar la administración de justicia”
Artículo 9 de la Ley de Salarios de la Administración Pública, N° 2166 del 9 de octubre de 1957 
"Salvo las sumas que por concepto de "zonaje" deban reconocerse a determinados servidores públicos, conforme al Reglamento que con tal fin dictará el Poder Ejecutivo, las prestaciones o suministros adicionales que en algunos casos se otorgaren, tales como las que cubran gastos de alojamiento, alimentación, vehículos, uniformes, etc., no tendrán el carácter de salario en especie, ya que tales gastos sólo se otorgarán cuando las necesidades del servicio así lo requieran, lo mismo que las sumas que fueren pagadas por concepto de viáticos o gastos de viaje". (El resaltado no es del original)
Artículo 11 de la Ley de Salarios del Poder Judicial (6801)
“Ningún servidor regular devengará un salario inferior al mínimo de la respectiva categoría.

Salvo las sumas que por concepto de zonaje deban reconocerse a determinados servidores judiciales, cualesquiera prestaciones o suministros adicionales que en algunos casos se concedan, como son los que cubren gastos de alojamiento, alimentación, vehículo, traslados, uniformes y demás similares, no tendrán el carácter de salario en especie y se otorgarán sólo cuando las necesidades del servicio lo requieran indispensablemente.”


Reglamento para el Pago de Zonaje del Poder Judicial.

“Artículo 1.- El presente Reglamento regula el pago del zonaje a los servidores del Poder Judicial.” (El resaltado no es del original)
“Artículo 2.- Para los efectos de este Reglamento, se entenderá por: 

Zonaje: La compensación económica adicional que reciben los servidores del Poder Judicial de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3. […]”(El resaltado no es del original)
“Artículo 3.- El zonaje se otorga para compensar al beneficiario por los mayores gastos y las distintas condiciones de vida en que se le hace incurrir cuando, por interés institucional, preste servicios en un lugar diferente de aquél donde tiene establecido su domicilio real, de acuerdo con las zonas y porcentajes señalados en el artículo 7 del presente Reglamento.” (El resaltado no es del original)
“Artículo 4.- Corresponde al Departamento de Gestión Humana recibir, analizar, tramitar y aprobar la “Solicitud para Reconocimiento del Zonaje y Declaración Jurada”, así como asignar, modificar o limitar el monto correspondiente por este concepto.” 

III- Antecedentes administrativos de interés:

La normativa institucional que regula el plus salarial de zonaje en la Institución tiene su génesis el "Reglamento de Zonaje del Poder Judicial" promulgado por decreto ejecutivo N° 14315-J del 15 de febrero de 1983.  Su texto disponía:

“Artículo 1°- Para los efectos de este reglamento, por "Zonaje" se entenderá   la retribución adicional que reciban aquellos servidores del Poder Judicial nombrados en una de las zonas que da derecho a ese beneficio, de acuerdo con lo establecido en el articulo 8.

Artículo 2°- La suma por concepto de zonaje se pagará  a los empleados o funcionarios judiciales que presten servicio en algunos de los lugares a que se refiere el mencionado artículo 8, siempre que, con motivo del cargo que desempeñan, hayan tenido que trasladar su residencia habitual a ese lugar. (El resaltado no es del original)
Posteriormente se reforma el reglamento, por el artículo 1° del decreto ejecutivo N° 22768 del 6 de diciembre de 1993, el artículo 2° quedó redactado en estos términos:

“Los servidores del Poder Judicial tendrán derecho al pago de zonaje cuando, con motivo de la prestación de sus servicios en el desempeño del cargo en el que fueren designados, deban trasladarse en forma temporal o definitiva, del lugar de su residencia siempre que esta no se encuentre en una de las zonas que da derecho a ese beneficio- a uno de los lugares indicados en el artículo octavo.  (El resaltado no es del original)
El Reglamento de Zonaje Servidores Poder Judicial, aprobado en la sesión de Corte Plena 21-08 del 9 de junio, 2008, publicado en Decreto 14315-J del 15 de febrero de 1983, en su articulo 3, destacaba los factores a tomar en cuenta para la designación y clasificación de las zonas que reciben el beneficio son:
· Clima y salubridad. 

· Medios y riesgos de transporte. 

· Condiciones locales de vida; y 

· Posibilidad de educación y atención médica para el servidor y su familia. 

Lo anterior armoniza claramente con dos de los criterios, que se han utilizado, para pagar zonaje en el sector público en general, como son el traslado o desplazamiento respecto del lugar de residencia, junto con la existencia en la zona de trabajo, de factores que se consideran adversos para el servidor.
En el año 2010 el Reglamento es reformado integralmente por la Corte Plena, en las sesiones N° 19-10 y 26-10 celebradas el 28 de junio y el 20 de setiembre del 2010 que es el que rige actualmente.

De acuerdo con ese nuevo cuerpo normativo, el sobresueldo del zonaje fue concebido en estos términos: “Artículo 3º- El zonaje se otorga para compensar al beneficiario por los mayores gastos y las distintas condiciones de vida en que se le hace incurrir cuando, por interés institucional, preste servicios en un lugar diferente de aquél donde tiene establecido su domicilio real, de acuerdo con las zonas y porcentajes señalados en el artículo 7 del presente Reglamento. 
Es importante mencionar el acta de Corte Plena 46-13 artículo XXX, en razón de la similitud de la gestión del licenciado JLPS, por el trasladado de Guápiles, de donde es oriundo a San José; para el reconocimiento del pagó de zonaje, el órgano acordó con base en el criterio legal, el licenciado Carlos Toscano Mora Rodríguez, que no le correspondía el pago, dado que no es una de la zonas aprobadas en el artículo 7 del Reglamento para el pago de Zonaje en el Poder Judicial, y no ajustarse a lo lineamientos para ese plus.

· PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
Por su parte la Procuraduría General de la República en el criterio C-54-2015, del 09 de marzo del 2015, a manifestado al respecto “El zonaje mismo ha sido concebido como un plus, sobresueldo o complemento salarial, que se origina en una situación especial que es el desarraigo del funcionario con respecto a su domicilio habitual, pues con él se trata de compensar económicamente al funcionario por la eventual incidencia en su esfera subjetiva ante circunstancias excepcionales como que el costo de vida sea más alto que el de su domicilio; que los medios de comunicación con el lugar de su vecindario sean caros y difíciles, y que la zona no ofrezca facilidades de educación y de atención médica para la familia del servidor, o exista un riego para la salud del funcionario o su familia, cuando por disposición u orden unilateral del empleador aquél deba trasladarse de forma provisional, por más de un mes o permanentemente a otro centro de trabajo lejos de su normal domicilio o residencia.” […] Para que proceda la compensación económica por el concepto de zonaje, es preciso el cumplimiento de los requisitos o supuestos que cada normativa reglamentaria exige, de manera que si el servidor deja de encontrarse en los supuestos para el otorgamiento del zonaje, la administración tiene la potestad de eliminar dicho otorgamiento.”
(El resaltado no es del original)
· CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

Se destaca el criterio No. DFOE-IFR-0572 del 9 de octubre de 2012 de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativo de la Contraloría General de la República, ante la consulta sobre el pago de zonaje a personas que se trasladan a zonas que no desmejoran sus condiciones de vida, respondió que

“En consecuencia, a la hora de emitir el reglamento de zonaje de la institución debe realizar un estudio que le permita establecer los porcentajes de zonaje que se irían a reconocer en cada lugar donde los funcionarios deban ser trasladados, tomado en consideración los índices de la Dirección General de Estadística y Censos, los medios de comunicación disponibles, las facilidades de educación y salud que se encuentren en cada uno de esas zonas a donde serían enviados los funcionarios."
V.- Criterio legal:

Una vez analizada la pretensión a la luz de la normativa y acuerdos tomados por los órganos superiores de este Poder de la República, se concluye que no es procedente la solicitud de la gestionante con base en las siguientes consideraciones: 

La Administración utiliza criterio técnico para definir las eventuales condiciones adversas que tendrá que enfrentar la persona servidora pública y su familia en cumplimiento de su labor. Cuando estas condiciones coloquen a la persona servidora en una desventaja de la acostumbrada (zonas con menor desarrollo social, menor acceso a servicios básicos, salud y educación, por mencionar varios), es que procede la valoración para el reconocimiento del zonaje.  

En abono de lo anterior, el otorgamiento del pago de zonaje, procede de acuerdo a causales establecidas, en este caso las causales se encuentran el Reglamento por Pago de Zonaje del Poder Judicial (numerales 1, 2 3, y 7).  Específicamente el artículo 7 del citado reglamento establece una lista de las zonas del país para las cuales se reconoce el pago de zonaje en la cual para la Provincia de San José se reconoce únicamente las regiones de Pérez Zeledón y Turrubares.
La Administración Pública, sujeta al principio constitucional de  legalidad (Artículo 11, Constitución Política), se encuentra impedida para actuar fuera de los márgenes establecidos previamente. La Corte Plena, con los estudios técnicos correspondientes, es el órgano encargado para modificar el Reglamento, no obstante, esta Dirección Jurídica no constata roce constitucional en cuanto a que el traslado desde la zona rural a la zona urbana para laborar (San José), representen para la persona servidora, un desmejoramiento en la calidad de vida acostumbrada, o se le coloque en situación de desigualdad, situaciones que se pretenden evitar con el reconocimiento del plus.
 VI- Conclusión 

Esta Dirección Jurídica no encuentra sustento legal en los argumentos planteados que justifiquen recomendar a la Corte Plena la modificación del Reglamento para el Pago de Zonaje en el Poder Judicial ya que como se mencionó anteriormente su naturaleza es brindar al servidor una compensación económica ante el traslado a una zona con menos posibilidades de desarrollo profesional y humano lo que dificulta, entre otras cosas, el transporte, la comunicación, la atención médica y las facilidades de educación tanto para el trabajador como para su familia, lo que incide directamente en el aumento del costo de vida, situación que no ocurre en este caso en particular y en consecuencia, al no existir sustento normativo que ampare la gestión de la funcionaria Varela Valenciano, su petición debe ser denegada. 

Conforme lo expuesto se deja rendido el informe solicitado.
Elaborado por:

Licda. Vanessa Fernández Salas

Área Análisis Jurídico

Atentamente,

Lic. Jorge Kepfer Chinchilla                                    Licda. Karol Monge Molina, 

Coordinador, Área de Análisis Jurídico
          Sub Directora Jurídica a.i.
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